PROYECTO DE LEY
 

 

        El  Honorable Senado y la Cámara  de Diputados  de la Provincia de      Buenos Aires,    sancionan con fuerza de







LEY

 

Adherir a las acciones que se impulsan, desde el Poder Ejecutivo Nacional, con respecto a la aprobación del Protocolo Facultativo a la Convención sobre todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer conocido como CEDAW  

Fundamentos 

La aprobación de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) adoptada por la Asamblea General de la ONU en 1979, constituyó un paso importante en la reivindicación de los derechos humanos de las mujeres.

Dicha Convención nos recuerda que "la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre tanto en la vida política como en la vida social, económica y cultural de su país, constituyendo un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad. 

En nuestro país, fue fundamental la incorporación de la Convención en la  Constitución Nacional mediante la reforma establecida en el año 1994. 

Posteriormente en el año 1999, la Asamblea General de las Naciones     Unidas (ONU) adoptó un Protocolo Facultativo que sumo la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer a lo establecido por la  Convención.

     Este Protocolo Facultativo está en vigencia, y constituye un mecanismo      jurídico que permite introducir aspectos no contemplados en la dicha Convención. Su creación implica una garantía para remediar incumplimientos de compromisos adquiridos por los Estados, al constituir un procedimiento internacional,  siendo además un instrumento formal que introduce procedimientos de recepción de comunicaciones y denuncias contra prácticas de cualquier tipo que atenten contra los derechos protegidos por la CEDAW. 

      Los mecanismos de promoción y protección de los derechos humanos de las mujeres son temas de prioridad en la comunidad internacional, a tal punto que  la creación del Protocolo de la CEDAW fue acordado en la Conferencia de Viena y de Beijing y estos documentos fueron suscriptos por la inmensa mayoría de los países del mundo que participaron en la última Conferencia de Naciones Unidas (1995); quienes se comprometieron en explorar la necesidad de un procedimiento facultativo para la presentación de denuncias y comunicaciones con arreglo a la Convención.

La lectura de la CEDAW, a partir de un procedimiento de comunicaciones, propiciaría una guía detallada del contenido de las normas establecidas en la Convención, y una posibilidad de una vez agotadas las vías judiciales internas del país remitirse a un organismo internacional como es el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Al examinar un caso particular, el Comité está en mejores condiciones de hacer una apreciación más completa de una ley o política nacional. El proceso de revisión de las comunicaciones podría estimular cambios en la legislación y prácticas nacionales.

El Protocolo Facultativo colocaría a la CEDAW en condiciones de igualdad con otros tratados internacionales que tienen procedimientos de comunicaciones. Se reconocen antecedentes importantes en materia de protocolos facultativos; tres de los seis mayores Tratados de Naciones Unidas sobre derechos humanos dan a sus organismos de supervisión y monitoreo autoridad para recibir y considerar comunicaciones. 

El primer Protocolo opcional al Pacto sobre Derechos Políticos y Civiles (1977) establece procedimientos de denuncias al Comité de Derechos Humanos. La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial en vigencia desde 1982, permite denuncias al Comité sobre la Eliminación de la Discriminación Racial. La Convención contra la Tortura y otros tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes (1988), también establece un procedimiento de denuncias. Convenciones regionales de derechos humanos incluyendo la Convención Americana de Derechos Humanos, también establecen procedimientos de denuncias para individuos, entre otros tratados y convenciones internacionales.

Como se ha destacado, la Convención sobre la Eliminación de la Discriminación Racial contempla un procedimiento de denuncia. El que exista un mecanismo de reclamo para la discriminación racial y no para la discriminación género, es un mensaje para nuestro país de que este tipo de discriminación es menos condenable que las otras.


Al día de hoy son veintiocho los países que han ratificado el protocolo facultativo de la Convención por la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación hacia la Mujer (CEDAW). En total, setenta y dos Estados-miembros han firmado ese protocolo opcional ante la ONU. En América Latina y el Caribe, siete países rubricaron el protocolo pero quedan pendientes a aprobar por sus gobiernos los de: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Cuba, Ecuador, El Salvador y Guatemala.

 Aún así, estos países reconocen la competencia del Comité de CEDAW para considerar denuncias particulares o para investigar violaciones graves y sistemáticas a los derechos de las mujeres.

Todos los derechos contemplados se basan en la no discriminación y la igualdad; por ello todo reclamo es por naturaleza justo y por lo tanto el Protocolo Facultativo es un recurso efectivo para garantizar el cumplimiento de los derechos humanos.

La República Argentina desde 1983 ha mantenido como política de Estado la promoción y defensa de los derechos de las mujeres y la aceptación de los mecanismos de supervisión de los Derechos Humanos.

Para el Poder Ejecutivo Nacional el mecanismo de supervisión del Comité de la CEDAW permitirá la efectiva aplicación de los derechos reconocidos a las mujeres, que como se verifica en la práctica, todavía soportan discriminaciones en distintos ámbitos de la sociedad.

La efectiva aplicación de la Convención  supone un esfuerzo político que involucra a todos los sectores sociales, es a la vez un proceso de cambio en las concepciones, en las estructuras y en las relaciones entre las personas.

Por todo ello el Gobierno Nacional ha solicitado la ratificación del protocolo de la CEDAW por entender que sería un avance hacia el logro en la igualdad de oportunidades entre varones y mujeres, así como la garantía del pleno goce de los Derechos Humanos, eje central en la política de la actual administración 
